
Modifica la Carta Fundamental en el sentido de derogar la inhabilidad de los
dirigentes gremiales y vecinales para ser candidatos a diputados o

senadores

Boletín N°11137-07

1.  Fundamentos.  En  nuestro  sistema  constitucional,  se  sostienen  que  las
inhabilidades para ser candidato a Diputado o Senador, afectan a personas que,
aun teniendo los requisitos de elegibilidad, no pueden ser elegidas para puestos
de elección popular por desempeñar determinados cargos o encontrarse en las
situaciones específicas que señala la Constitución. En cuanto al plazo, el precepto
vigente contempla un plazo de anticipación y luego la prohibición de recuperar el
cargo y de ser nombrado en otros análogos. 

Una  de  las  hipótesis  vigentes,  referida  a  la  interdicción  aplicable  a  los
dirigentes  gremiales  y  vecinales es  una  noción  díficilmente  compatible  con  un
estado democrático y pluralista1 y pretende “establecer compartimientos estancos
entre la dirigencia política y la dirigencia de actividades sociales”. La génesis de
esta norma es clarificadora, pues “uno de los puntos que requirió mayor atención
fue la propuesta de inhabilitar a los dirigentes gremiales y vecinales de postular al
Congreso”2.  En  aquel  debate,  tanto  Jaime  Guzmán  como  Enrique  Ortúzar
(presidente de la Comisión) esgrimieron argumentos que apuntaban a delimitar la
participación política de los  grupos intermedios  de la  sociedad,  a  través de la
imposición de un régimen corporativista que ha fomentado la despolitización. El
propio dictador lo diría en la Sesión N° 82 del Consejo del Estado (24 de julio de
1979): “la inhabilidad debe aplicarse sólo a los dirigentes sindicales y estudiantiles,
por ser los organismos laborales y las universidades los que más se han politizado
en Chile” 3. Llama la atención uno de los argumentos de Ortúzar en la Sesión N°
373 de la Comisión Ortúzar (23 de mayo de 1978): “los partidos políticos no deben
interferir  en la  acción de los cuerpos intermedios y los dirigentes laborales no
pueden pertenecer a un partido político. No obstante, es delicada la posibilidad de
ir tan lejos como hasta llegar a impedir que el dirigente de un colegio profesional o
el  presidente de la CPC sea candidato a parlamentario o a Presidente” 4.  A su
juicio, la participación de un dirigente empresarial, por ejemplo, pesa más que la
de un sindicalista, un representante estudiantil o de junta de vecinos.

Las  ideas  aprobadas  por  la  Comisión  de  Estudios  y  por  la  Junta  de
Gobierno representan la “democracia protegida” que se pretendió –y logró- instalar
en  Chile  a  partir  de  la  Constitución  de  1980.  Lo  anterior,  da  cuenta  de  una
profunda  desconfianza  hacia  la  democracia.  Se  buscó  deliberadamente  la
despolitización de la sociedad a través de todos sus ámbitos. En este sentido,
Marshall  (2009)5 es  categórico  al  respecto:  “La  política  abarca  todas  las
actividades y los ámbitos de la vida pública de un Estado. Extirpar la política de las
relaciones laborales y estudiantiles no sólo no es necesario ni deseable, sino que
es imposible”. Cabe recordar que durante el trámite de la reforma constitucional en
materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Ley

1 Cfr.  con  detalle  Nogueira,  Humberto.  Derecho  Constitucional. Tomo  II.  Legal
Publishing, Thomson reuters, 2013: p. 491.
2 Ídem.
3 Historia  de  la  Ley.  Art.  57  Constitución  Política  de  la  República,  Inhabilidades
Parlamentarias. Disponible en:
http://www.leychile.cl/Navegar/scripts/obtienearchivo?id=recursoslegales/
10221.3/416/4/HLArt57CPR.pdf 
4 Íbid.
5 Marshall, Pablo. “Inhabilidad parlamentaria” en Revista de Derecho (Valdivia), Vol.
XXII, N° 1, 2009.
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N° 20.414), el profesor Ruiz-Tagle, planteó dos argumentos: “El primero es que un
parlamentario debería poder actuar a nombre de los grupos con los que se siente
interpretado  de  orden  gremial,  sindical  o  estudiantil.  Lo  importante  es  hacer
transparente esta representación y regular su distorsión por la vía de conocer los
aportes que cada parlamentario recibe de dichos grupos. Lo segundo es que la
prohibición a parlamentarios de actuar o intervenir en actividades estudiantiles es
reflejo del corporativismo autoritario que rigió en Chile durante la dictadura y es
absurda”, pues “todavía exhibe una concepción corporativista y conservadora que
separa la política de la actividad gremial y de las organizaciones sociales, norma
que es incompatible con los principios del constitucionalismo republicano”6.

La democracia debe incluir a todos los actores que representen las diversas
posturas en la sociedad. Hoy vemos una cantidad importante de legisladores cuyo
respaldo  ciudadano  se  ha  legitimado  a  partir  de  su  escalada  como dirigentes
sociales, lo cual positivo para la representación de las diversas posiciones que
existen en nuestra ciudadanía. Aquí  radica precisamente la necesidad de esta
reforma.

2. Historia legislativa y Derecho comparado. Desde la perspectiva histórica en
materia de inhabilidades, los sujetos pasivos de la prohibición, en su mayoría han
variado sustancialmente de los que actualmente conocemos, así el art. 23 de la
Constitución de 1833 establecía que “no pueden ser Diputados los eclesiásticos
regulares;  ni  los  eclesiásticos  regulares;  ni  los  jueces  letrados  de  primera
instancia,  ni  los  individuos  que  no  hayan  nacido  en  Chile”7.  Por  su  parte,  los
Ministros  de  Estado,  miembros  del  Poder  Judicial,  personas  naturales  o
administradores  de  personas  jurídicas  o  sociedades  que  tienen  o  caucionan
contratos con el Estado, aparecen en el art. 28 de la Constitución de 19258. Por su
parte, tanto intendentes y gobernadores han sido incluidos tanto en la Constitución
de 1833 y 1925, siendo hasta 1874, en el caso de los gobernadores, restringida la
inhabilidad,  a  la provincia o departamento en que manden,  luego ampliada,  “a
cualquiera sea la circunscripción en que se presenten como candidato”.  Sobre
este punto los constituyentes de 1980,  son los únicos que innovan en esta causa
de inhabilidad ajena a nuestra  historia  patria  y  sin  precedentes  en el  derecho
comparado. 

Pese a que en la transición a la democracia se hicieron algunos esfuerzos
por reformar el artículo 57 de la Constitución (Ley N° 18.825, Ley N° 19.097, Ley
N°  19.519,  Ley  N°  20.050  y  Ley  N°  20.390),  relativo  a  las  inhabilidades
parlamentarias, en lo sustancial no se apuntó a solventar la imposibilidad de que
los dirigentes gremiales y vecinales pudieran participar en la política legislativa. El
diputado Díaz presentó un proyecto suscrito por otros legisladores (Boletín 4.874-
07), sobre el plazo de anticipación y la referida causal.

Otro proyecto más concreto relativo a la  inhabilidad parlamentaria  en el
caso  de  dirigentes  vecinales  y  gremiales  es  el  presentado  por  los  diputados
Enríquez-Ominami, Leal, Jiménez y otros (Boletín 6.445-07), el cual descansa en
la Comisión de Constitución. Lo mismo ocurre con el proyecto presentado por los
diputados  Arancibia  y  Martínez  en  1997  (Boletín  2.013-07),  el  cual  nunca  se
discutió. Además de los anteriores, están los ya archivados proyectos presentados
por  la  diputada  Caraball  (Boletín  2.415-07),  los  diputados  Enríquez-Ominami,
Jiménez y otros (Boletín 4.314-07), los senadores Navarro y Muñoz (Boletín 6.773-

6 Primer Informe,  Comisión de Constitución.  Reforma constitucional  en materia de
transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín N° 4716-07)
7 Constituciones Políticas de la República de Chile, 1810-2005, p. 225, Diario Oficial,
Gráfica Puerto Madero.
8 Constituciones Políticas de la República de Chile, 1810-2005, p. 269, Diario Oficial,
Gráfica Puerto Madero. 



07) y el senador Parra (Boletín 3.879-07). Como vemos, pese a que han existido
numerosas iniciativas, ninguna ha sido fructífera. Es más, existe una tendencia a
eludir el debate en este punto específico.

En otras leyes fundamentales no se aprecia una causa de inhabilidad como
esta innovación nacional, tal como se desprende de los arts. 38 y ss. de la ley
fundamental de la República Federal de Alemania, el art. 70 de la Constitución
Española, el art. 65 de la Constitución Italiana y el art. 179 de la Constitución de
Colombia; en México en los arts. 55 y 58, así como, el art. 91 de la Constitución
Uruguaya.

3. Ideas Matrices. El presente proyecto de reforma busca suprimir el impedimento
para  ser  candidatos  a  Diputado  o  Senador,  previsto  para  las  personas  que
desempeñan cargos directivo de naturaleza gremial  o vecinal  atendido que tal
interdicción  no se  justifica  en el  sistema democrático,  pues los  motivos  de tal
prohibición que pretendía evitar la politización en estos ámbitos, significa excluir la
posibilidad de intercambiar ideas políticas en las bases mismas de la participación
ciudadana, lo que no encuentra apoyo en un Estado democrático de derecho que
apunta justamente a la más amplia participación social posible.

Es  por  eso  que  sobre  la  base  de  estos  antecedentes  y  fundamentos
venimos en proponer el siguiente:

Proyecto de reforma constitucional

Artículo Único.-  Deróguese el  N° 7 en el  inciso primero del  artículo 57 de la
Constitución Política de la República.


